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Los jerarcas de la Iglesia Católica dicen  por estos días que no necesitan permiso para hacer diálogos pastorales con las ovejas descarriadas aunque  estas sean criminales de lesa humanidad o pandillas de barrio, pero que para ser mediadores de negociaciones  se someten a lo que diga el Presidente.  El gobierno en este tema ha oscilado entre autorizar diálogos para lograr treguas entre bandas, autorizar gestiones de la iglesia con las emergentes y ser enfático  en que el único mensaje posible es el sometimiento a la justicia. 

Detrás de estos vericuetos se han destapado realidades  sobre  el déficit de la llamada seguridad democrática y las desmovilizaciones de los paramilitares. Si se debate sobre la posibilidad de negociaciones con los neoparas  es porque la reconfiguración de esos grupos sigue creciendo a pesar de la versión oficial de su desaparición o reducción a pequeñas bandas delincuenciales.  El reciente informe de Human Righ Wash y crónicas de prensa han vuelto a mostrar la realidad de los neoparas que sucedieron a las estructuras desmovilizadas.  La presencia de esos grupos aumento entre 2008 y 2009 en número  de municipios afectados (259 a 278)  y en efectivos  a más de 7000. Solo en el oriente, en los departamentos del Meta, Guaviare, Vichada y Casanare, cerca de 2000 efectivos en armas agrupados en el ERPAC y otros grupos,   siguen no solo en los negocios de droga, sino en megaproyectos y apropiación de tierras y de rentas públicas. De paso continúan cumpliendo su labor de contención a las incursiones de las FARC y complementan de hecho las estrategias de los centros de coordinación y acción integral que hacen la guerra a la guerrilla. 
En otras regiones del país – costa pacífica, Córdoba, Valle, Cauca, Antioquia, fronteras - los neoparas o narcoparas siguen  en sus negocios ilícitos y relaciones con la parapolítica. Ahora tampoco se definen por ideologías o propósitos contrainsurgentes. Es una mezcla de intereses  que se valen de organizaciones armadas para acumular y respaldar políticos para después cobrar en contratos con el Estado. Y si de paso hay que prestarle algún servicio a la autoridad o hacer un cruce de favores con la guerrilla, pues en la guerra todo vale. 
Los efectos colaterales de los negocios respaldados por las armas de bandas y sicarios, son los que más preocupan en zonas rurales críticas y en ciudades como Medellín, Cali, Tumaco, Pereira y tantas otras donde la violencia se ha disparado y la tasa de homicidio se ha triplicado en los últimos dos años. De los 700.000 desplazados desde 2007 a la fecha, más de 250.000 se atribuyen a presiones de esos grupos neoparas. 
Como ha dicho el General Naranjo, el gobierno no puede volver a graduarlos de paramilitares para ofrecerles otra negociación política. Ese truco ya se hizo y el país fue engañado con desmovilizaciones parciales y de gente reclutada a última hora. La ingenuidad de Monseñor Vidal,  que ya cumplió su papel en los pactos de Ralito, no puede ahora volverse política oficial, ni confundir los legítimos  llamados ciudadanos o de “notables”  a treguas y suspensión de la violencia contra comunidades, con la apertura de otra ronda de negociaciones  con prebendas, listas ficticias, amnistias masivas y extradiciones para truncar confesiones incomodas. Es que el palo no está paCuchara… ni para Catedrales con los nuevos capos y su séquito de capitos. 
